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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
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Proceso:                

Acción de Tutela  – Declara incompetencia para conocer el asunto
Radicación Nro. :
  
66001-22-13-000-2017-01179-00
Accionante:   

ALBA LUCÍA SALAZAR MARTÍNEZ
Accionado: 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, SECCIONAL PEREIRA
Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Tema:


ACCIÓN DE TUTELA CONTRA LA FISCALÍA SECCIONAL / COMPETENCIA DE LA SALA PENAL DEL TRIBUNAL. [A]l establecer el artículo 1°, numeral 2°, inciso 1° del decreto 1382 de 2000, que cuando la acción de tutela se dirija contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del Juez al que esté adscrito el Fiscal, dado que en este caso la petición de amparo se enrumbó frente a la “FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN SECCIONAL PEREIRA”, sin indicar en forma específica de cuál se trata, pero al entenderse que es una Fiscalía Seccional de esta ciudad y estas se encuentran adscritas a los Juzgados Penales del Circuito, deviene que la competencia privativa está asignada a la Sala Penal de este Tribunal. Siendo ello así, se pone en evidencia la falta de competencia funcional, que debe ser declarada de inmediato a fin de lograr que el funcionario facultado para asumir el conocimiento lo haga y decida como corresponde.

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala Civil Familia Unitaria  
Magistrado Ponente: 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, veinticinco (25) de octubre de dos mil diecisiete (2017)

Expediente 66001-22-13-000-2017-01179-00
I. Asunto

Se decide lo pertinente, dentro de la presente acción de tutela instaurada por la señora ALBA LUCÍA SALAZAR MARTÍNEZ contra la “FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN SECCIONAL PEREIRA”, toda vez que esta Sala carece de competencia para adelantar su trámite, como se pasa a explicar: 
II. Antecedentes
La actora promovió el amparo constitucional, al considerar que la entidad accionada le vulnera sus derechos fundamentales al trabajo, intimidad personal, buen nombre, debido proceso, propiedad privada y libertad de empresa.

III. Consideraciones de la Sala

1. Dice el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000: “Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del Juez al que esté adscrito el Fiscal.”

En efecto, al establecer el artículo 1°, numeral 2°, inciso 1° del decreto 1382 de 2000, que cuando la acción de tutela se dirija contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del Juez al que esté adscrito el Fiscal, dado que en este caso la petición de amparo se enrumbó frente a la “FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN SECCIONAL PEREIRA”, sin indicar en forma específica de cuál se trata, pero al entenderse que es una Fiscalía Seccional de esta ciudad y estas se encuentran adscritas a los Juzgados Penales del Circuito, deviene que la competencia privativa está asignada a la Sala Penal de este Tribunal.

Siendo ello así, se pone en evidencia la falta de competencia funcional, que debe ser declarada de inmediato a fin de lograr que el funcionario facultado para asumir el conocimiento lo haga y decida como corresponde.
La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 en asunto de similar linaje, ha considerado que: 

Sería del caso resolver la impugnación formulada contra la sentencia proferida el 4 de junio de 2014 por la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué, a propósito del amparo solicitado por JOHN WILLIAM BALAGUERA BOTELLO contra las Fiscalías Local y Segunda Seccional de los Patios (Norte de Santander) y la Dirección Seccional de Fiscalías de Cúcuta, trámite al cual se vinculó a la Fiscalía General de la Nación. No obstante, en la actuación surtida se advierte una causal de nulidad, la cual afecta la actividad desplegada, como a continuación se procede a explicar.

(…)

Ahora, auscultada la solicitud de la cual se reclama contestación, se evidencia que el petente pretendió la expedición de “(…) fotocopias certificadas (…)” de documentos adosados a la causa penal tramitada por la Fiscalía Segunda Seccional acusada y la “confirmación” del folio en el cual obraba “(…) la declaración de la señora Dora Lucía Méndez Rodríguez (…)”, el cual, según señaló, era “(…) posiblemente falso (…)” (fls. 9 al 20, cdno. 1).

De lo discurrido se desprende que los pedimentos del censor tuvieron lugar dentro de una actuación jurisdiccional.

2.
A la luz de lo indicado, se establece la falta de competencia  del a quo para resolver en primera instancia la presente queja, pues conforme a lo dispuesto el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, que a la letra indica: “(…) [c]uando la acción de tutela (…) se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal (…)”, la competente para conocer del resguardo era la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta.

A la anterior conclusión se arriba, por cuanto dicha Sala especializada es el superior funcional de la Fiscalía Segunda Seccional de Los Patios, ente adscrito a la Dirección Seccional de Fiscalías de Cúcuta (…)

3.
Esta Sala, en asuntos de similares perfiles ha expresado:

“(…) [S]e precisa que los fiscales seccionales actúan ante los jueces penales del circuito, que a su vez tienen como superiores funcionales a las salas penales de los respectivos tribunales. La Sala de Casación Penal en la tutela radicada bajo el número 27572, sostuvo que ‘el competente para conocer de [tal] acción (…) es la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla por ser el superior jerárquico del juez al que está adscrita la Fiscalía Quinta Seccional de Barranquilla y que puede conocer a prevención respecto de los demás accionados’ (providencia 11 de septiembre de 2006, sub línea fuera de texto).
Es importante aclarar, que con lo expresado anteriormente, la Sala no desconoce el contenido del Auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional el cual impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata, sino que respetuosamente se aparta de las consideraciones allí dispuestas, para acogerse a la postura interpretativa que frente al tema de la competencia de los Jueces para conocer de acciones de tutela tiene sentada el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria, con sustento en una normatividad que aún sigue vigente - Decreto 1382 de 2000-.

En estas condiciones, se recalca, esta Sala carece de competencia para asumir el conocimiento del asunto enunciado y conforme a ello, se ordenará su remisión a la Oficina Judicial de la Dirección Seccional de Administración Judicial de esta ciudad, para que efectúe el reparto de la misma, entre los magistrados de la Sala Penal de este Tribunal.

II. Decisión

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia Unitaria del Tribunal Superior de Pereira,  

Resuelve:

Primero: Se declara esta Sala, incompetente para conocer de la acción Constitucional presentada por la señora ALBA LUCÍA SALAZAR MARTÍNEZ contra la “FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN SECCIONAL PEREIRA”, conforme a las razones anotadas en la parte motiva.
Segundo: Enviar la presente actuación a la Oficina Judicial de la Dirección Seccional de Administración Judicial de esta ciudad, para que efectúe el reparto de la misma, entre los magistrados que hacen parte de la Sala Penal de este Tribunal. 
Tercero: Notifíquese esta decisión a la demandante por el medio más eficaz.
Notifíquese y cúmplase
El Magistrado,

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� CSJ, SCC, expediente  ATC3642-2014; radicación n° 73001-22-13-000-2014-00237-01; providencia del 3 de julio de 2014; MP Luis Armando Tolosa Villabona
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